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Informe del Real Decreto-ley 3/2.013, de 22 de
febrero, por el que se modifica el régimen de las tasas
en el ámbito de la Administración de Justicia y el
sistema de asistencia jurídica gratuita.

(Vigente a Febrero de 2.013)



El pasado viernes 22 de febrero de 2.013, el Consejo de Ministros del Gobierno de
España, aprobó el Real Decreto-ley 3/2.013, de 22 de febrero, por el que se modifica el
régimen de las tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y el sistema de asistencia
jurídica gratuita, publicado en el Boletín Oficial del Estado de fecha de 23 de febrero de
2.013.

En este sentido, el referido Real Decreto-ley modifica, entre otros extremos, las tasas
previstas por la Ley 10/2.012 de 20 de noviembre, por la que se regulan determinadas tasas
en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y
Ciencias Forenses, exigibles desde el pasado día 17 de diciembre de 2.012, con excepción
del modelo 695, relativo a la devolución del importe abonado en concepto de dichas tasas
en caso de resolución extrajudicial de la controversia y acumulación de procesos, que no
entrará en vigor hasta el próximo 1 de abril de 2.013, y en relación a la cual les hacíamos
llegar nuestras Circulares de fechas de 27 de noviembre y 21 de diciembre de 2.012, que, si
lo estimasen necesario, pueden consultar en nuestra página web www.assap.es

En este contexto, y toda vez que el Gobierno ha entendido conveniente realizar una serie
de modificaciones en lo que a la aplicación del antedicho cuerpo normativo se refiere, y
con el ánimo de mantener siempre informados a nuestros clientes, y de conseguir la
respuesta más adecuada y actualizada a sus problemas, pasamos a exponerles las principales
variaciones operadas, sin perjuicio de quedar a su disposición para atender cualquier duda

que les pudiera surgir a este u otro respecto.
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Introducción



1. Modificación de la Ley 10/2.012, de 20 de
noviembre, por la que se regulan
determinadas tasas en el ámbito de la
Administración de Justicia y del Instituto
Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.



� Modificación del artículo 2, letra c:

El artículo 2, que se encarga de regular aquellos actos que constituyen el hecho imponible de la tasa,
contempla el apartado c que hacía referencia a:

“La interposición de la demanda en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo”.

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:

“La interposición del recurso contencioso-administrativo”.

� Modificación del artículo 3, apartado 1, párrafo 2º:

El artículo 3, que se encarga de regular la figura del sujeto pasivo de la tasa, establecía que:

“A los efectos previstos en el párrafo anterior, se entenderá que se realiza un único hecho imponible cuando en la
demanda se acumulen varias acciones principales, que no provengan de un mismo título. En este caso, para el
cálculo del importe de la tasa se sumarán las cuantías de cada una de las acciones objeto de acumulación”.

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:
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“ A los efectos previstos en el párrafo anterior, se entenderá que se realiza un único hecho imponible
cuando en el escrito ejercitando el acto procesal que constituye el hecho imponible se acumulen varias
acciones principales, que no provengan de un mismo título. En este caso, para el cálculo del importe de
la tasa se sumarán las cuantías de cada una de las acciones objeto de la acumulación”.



� Modificación del artículo 4, apartado 1, letra a), adición de tres nuevas letras (g, h, i) y un
nuevo apartado número 4:

El artículo 4.1, que se encarga de regular las exenciones objetivas de la tasa, en concreto en su apartado
a), establecía:

“La interposición de demanda y la presentación de ulteriores recursos en relación con los procesos de capacidad,
f iliación y menores, así como los procesos matrimoniales que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de
hijos menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos menores”.

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:

“La interposición de la demanda y la presentación de ulteriores recursos en relación con los procesos sobre
capacidad, f iliación, matrimonio y menores regulados en el título I del Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento
Civil. No obstante, estarán sujetos al pago de la tasa los procesos regulados en el capítulo IV del citado título y
libro de la Ley de Enjuiciamiento Civil que no se inicien de mutuo acuerdo o por una de la partes con el
consentimiento de la otra, aun cuando existan menores, salvo que las medidas solicitadas versen exclusivamente
sobre estos”.
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Y se añaden tres nuevas letras, que regulan tres nuevas exenciones objetivas:

“g) La interposición de la demanda de ejecución de laudos dictados por las Juntas Arbitrales de Consumo.

h) Las acciones que, en interés de la masa del concurso y previa autorización del Juez de lo Mercantil, se
interpongan por los administradores concursales.

i) Los procedimientos de división judicial de patrimonios, salvo en los supuestos en que se formule oposición o se
suscite controversia sobre la inclusión o exclusión de bienes, devengando la tasa por el juicio verbal y por la
cuantía que se discuta o la derivada de la impugnación del cuaderno particional a cargo del opositor, y si ambos se
opusieren a cargo de cada uno por su respectiva cuantía.”

A lo anterior hay que sumar un nuevo apartado número 4, que establece una exención del 60% para los
funcionarios públicos cuando actúen en defensa de sus derechos estatutarios y que cuenta con la
siguiente redacción:

“4. En el orden contencioso-administrativo, los funcionarios públicos cuando actúen en defensa de sus derechos
estatutarios tendrán una exención del 60 por ciento en la cuantía de la tasa que les corresponda por la
interposición de los recursos de apelación y casación.”
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� Modificación del artículo 6, apartado 2, adición de un nuevo párrafo:

Al artículo 6.2, que regula la base imponible para los procedimientos de cuantía indeterminada o
aquellos en los que resulte imposible su determinación de acuerdo con las normas de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, se le añade lo siguiente:

“Se considerarán, a efectos de la determinación de la base imponible, como procedimientos de cuantía
indeterminada los procesos regulados en el capítulo IV del título I del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Civil
no exentos del abono de la tasa”.

� Modificación del artículo 7,al apartado 1, se le añade un nuevo párrafo, el apartado 2 pasa
a tener una nueva redacción y se añade un nuevo apartado 3:

El artículo 7 regula la determinación de la cuota tributaria, en este sentido, las modificaciones llevadas
acabo por el Real Decreto, son las siguientes.

En el apartado 1, del artículo 7, a continuación de la tabla correspondiente a la cantidad fija de la tasa del
orden jurisdiccional contencioso-administrativo, se añade el siguiente párrafo:
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“Cuando el recurso contencioso-administrativo tenga por objeto la impugnación de resoluciones
sancionadoras, la cuantía de la tasa, incluida la cantidad variable que prevé el apartado siguiente, no
podrá exceder del 50 por ciento del importe de la sanción económica impuesta”.



El apartado 2, del artículo 7, establecía:

“Además, se satisfará la cantidad que resulte de aplicar a la base imponible determinada con arreglo a lo
dispuesto en el artículo anterior el tipo de gravamen que corresponda, según la siguiente escala”.

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:

“Cuando el sujeto pasivo sea persona jurídica se satisfará, además, la cantidad que resulte de aplicar a la base
imponible determinada con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior, el tipo de gravamen que corresponda,
según la siguiente escala.”

Y por último se añade un nuevo apartado número 3:

“3. Cuando el sujeto pasivo sea persona física se satisfará, además, la cantidad que resulte de aplicar a la base
imponible de la tasa un tipo del 0,10 por ciento con el límite de cuantía variable de 2.000 euros.”
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� Modificación del artículo 8, apartados 2 y 5:

El artículo 8 regula la autoliquidación y el pago de la tasa, en concreto su apartado 2, establecía que:

“El justif icante del pago de la tasa con arreglo al modelo oficial, debidamente validado, acompañará a todo
escrito procesal mediante el que se realice el hecho imponible de este tributo.

En caso de que no se acompañase dicho justif icante, el Secretario judicial requerirá al sujeto pasivo para que lo
aporte, no dando curso al escrito hasta que tal omisión fuese subsanada. La falta de presentación del justif icante
de autoliquidación no impedirá la aplicación de los plazos establecidos en la legislación procesal, de manera que la
ausencia de subsanación de tal def iciencia, tras el requerimiento del Secretario judicial a que se ref iere el precepto,
dará lugar a la preclusión del acto procesal y a la consiguiente continuación o finalización del procedimiento,
según proceda.”

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:

“El justif icante del pago de la tasa con arreglo al modelo oficial, debidamente validado, acompañará a todo
escrito procesal mediante el que se realice el hecho imponible de este tributo.
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“En caso de que no se acompañase dicho justif icante, el Secretario judicial requerirá al sujeto pasivo
para que lo aporte en el plazo de diez días, no dando curso al escrito hasta que tal omisión fuese
subsanada. La ausencia de subsanación de tal def iciencia, tras el requerimiento del Secretario
judicial a que se ref iere el precepto, dará lugar a la preclusión del acto procesal y a la consiguiente
continuación o f inalización del procedimiento, según proceda.”



Y finalmente, el apartado 5, que establecía que:

“Se efectuará una devolución del 60 % del importe de la cuota de esta tasa, que en ningún caso dará lugar al
devengo de intereses de demora, cuando, en cualquiera de los procesos cuya iniciación dé lugar al devengo de este
tributo, se alcance una solución extrajudicial del litigio. Se tendrá derecho a esta devolución desde la f irmeza de
la resolución que ponga fin al proceso y haga constar esa forma de terminación”.

Tras la modificación, pasa a establecer lo siguiente:

“Se efectuará una devolución del 60 por ciento del importe de la cuota de la tasa, que en ningún caso dará lugar
al devengo de intereses de demora, cuando, en cualquiera de los procesos cuya iniciación dé lugar al devengo de
este tributo, tenga lugar el allanamiento total o se alcance un acuerdo que ponga fin al litigio.

Esta devolución también será aplicable en aquellos supuestos en los que la Administración demandada
reconociese totalmente en vía administrativa las pretensiones del demandante.

Se tendrá derecho a esta devolución desde la f irmeza de la resolución que ponga fin al proceso y haga constar la
forma de terminación”.
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2. Modificación de la Ley 1/1.996, de 10 de
enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.



Junto a la modificación de las tasas, el Real Decreto-ley 3/2.013 opera una modificación en la Ley de
Asistencia Jurídica Gratuita 1/1.996, para evitar desfases entre el régimen normativo recogido en la misma y
la aplicación de las tasas en el ámbito de la Administración de Justicia.

Con este fin se definen los supuestos que permiten el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica
gratuita, estableciendo una casuística más amplia que la existente hasta ahora y se elevan los umbrales
vigentes. De forma paralela se sustituye la referencia al salario mínimo interprofesional por la del indicador
público de renta a efectos múltiples (IPREM) a fin de mejorar las cuantías determinantes del umbral por
debajo del cual se reconoce el derecho.

� Modificación del artículo 2 con la adición de dos nuevas letras:

El artículo 2, que regula el ámbito personal de aplicación de la asistencia jurídica gratuita, tras la
modificación queda de la siguiente manera:

“g) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el derecho de asistencia jurídica
gratuita, que se les prestará de inmediato, a las víctimas de violencia de género, de terrorismo y de trata de seres
humanos en aquellos procesos que tengan vinculación, deriven o sean consecuencia de su condición de víctimas,
así como a los menores de edad y las personas con discapacidad psíquica cuando sean víctimas de situaciones de
abuso o maltrato.
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Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima, siempre que no 
fuera el agresor.



A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gratuita, la condición de víctima se adquirirá cuando se
formule denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, por alguno de los delitos a que se refiere este
apartado, y se mantendrá mientras permanezca en vigor el procedimiento penal o cuando, tras su finalización,
se hubiere dictado sentencia condenatoria. El beneficio de justif ica gratuita se perderá en caso de sentencia
absolutoria firme o archivo firme del procedimiento penal, sin la obligación de abonar el coste de las prestaciones
disfrutadas gratuitamente hasta ese momento.

h) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el derecho de asistencia jurídica
gratuita a quienes a causa de un accidente acrediten secuelas permanentes que les impidan totalmente la
realización de las tareas de su ocupación laboral o profesional habitual y requieran la ayuda de otras personas
para realizar las actividades más esenciales de la vida diaria, cuando el objeto del litigio sea la reclamación de
indemnización por los daños personales y morales sufridos.”

� Modificación del artículo 3:

El artículo 3, se encarga de establecer los requisitos básicos para tener acceso al derecho de asistencia
jurídica gratuita y establecía que:

“1. Se reconocerá el derecho de asistencia jurídica gratuita a aquellas personas físicas cuyos recursos e ingresos
económicos, computados anualmente por todos los conceptos y por unidad familiar, no superen el doble del salario
mínimo interprofesional vigente en el momento de efectuar la solicitud.
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2. Constituyen modalidades de unidad familiar las siguientes:

La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los hubiere, los hijos menores con excepción de los que
se hallaren emancipados.

La formada por el padre o la madre y los hijos que reúnan los requisitos a que se ref iere la regla anterior.

3. Los medios económicos podrán, sin embargo, ser valorados individualmente, cuando el solicitante acredite la
existencia de intereses familiares contrapuestos en el litigio para el que se solicita la asistencia.

4. El derecho a la asistencia jurídica gratuita sólo podrá reconocerse a quienes litiguen en defensa de derechos o
intereses propios.

5. En el supuesto del apartado 2 del artículo 6, no será necesario que el detenido o preso acredite previamente
carecer de recursos, sin perjuicio de que si no se le reconoce con posterioridad el derecho a la asistencia jurídica
gratuita, éste deberá abonar al Abogado los honorarios devengados por su intervención.

Tampoco será necesario que las víctimas de violencia de género, ni las víctimas del terrorismo, acrediten
previamente carecer de recursos cuando soliciten defensa jurídica gratuita especializada, en su caso, que se les
prestará de inmediato, sin perjuicio de que si no se les reconoce con posterioridad el derecho a la misma, éstas
deban abonar al Abogado, y al Procurador cuando intervenga, los honorarios devengados.
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6. Tratándose de las personas jurídicas mencionadas en el apartado c del artículo anterior, se entenderá
que hay insuficiencia de recursos económicos para litigar, cuando su base imponible en el Impuesto de
Sociedades fuese inferior a la cantidad equivalente al triple del salario mínimo interprofesional en
cómputo anual”.



Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:

“1.Se reconocerá el derecho de asistencia jurídica gratuita a aquellas personas físicas que careciendo de
patrimonio suf iciente cuenten con unos recursos e ingresos económicos brutos, computados anualmente por
todos los conceptos y por unidad familiar, que no superen los siguientes umbrales:

a) Dos veces el indicador público de renta de efectos múltiples vigente en el momento de efectuar la solicitud
cuando se trate de personas no integradas en ninguna unidad familiar.

b) Dos veces y media el indicador público de renta de efectos múltiples vigente en el momento de efectuar la
solicitud cuando se trate de personas integradas en alguna de las modalidades de unidad familiar con menos
de cuatro miembros.

c) El triple de dicho indicador cuando se trate de unidades familiares integradas por cuatro o más miembros.

2. Constituyen modalidades de unidad familiar:

a) La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los hubiere, los hijos menores con excepción de los
que se hallaren emancipados.

b) La formada por el padre o la madre y los hijos que reúnan los requisitos a que se ref iere la regla anterior.

Real Decreto-ley 3/2.013, de 22 de febrero, por el que se modifica el régimen de las tasas en el ámbito de la 
Administración de Justicia y el sistema de asistencia jurídica gratuita



3. Los medios económicos podrán, sin embargo, ser valorados individualmente, cuando el solicitante acredite la
existencia de intereses familiares contrapuestos en el litigio para el que se solicita la asistencia.

4. El derecho a la asistencia jurídica gratuita solo podrá reconocerse a quienes litiguen en defensa de derechos o
intereses propios, o ajenos cuando tengan fundamento en una representación legal. En este último caso, los
requisitos para la obtención del benef icio vendrán referidos al representado.

5. Se reconocerá el derecho de asistencia jurídica gratuita a las personas jurídicas mencionadas en el apartado
c) del artículo anterior, cuando careciendo de patrimonio suf iciente el resultado contable de la entidad en
cómputo anual fuese inferior a la cantidad equivalente al triple del indicador público de renta de efectos
múltiples”.

� Modificación del artículo 4:

El artículo 4 que regula la exclusión por motivos económicos establecía que:
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“A los efectos de comprobar la insuficiencia de recursos para litigar, se tendrá en cuenta además de las
rentas y otros bienes patrimoniales o circunstancias que declare el solicitante, los signos externos que
manifiesten su real capacidad económica, negándose el derecho a la asistencia jurídica gratuita si dichos
signos, desmintiendo la declaración del solicitante, revelan con evidencia que éste dispone de medios
económicos que superan el límite f ijado por la Ley.



La circunstancia de ser el solicitante propietario de la vivienda en que resida habitualmente, no constituirá por
sí misma obstáculo para el reconocimiento del derecho, siempre que aquélla no sea suntuaria”.

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:

“1. A los efectos de comprobar la insuficiencia de recursos para litigar, se tendrá en cuenta además de las rentas y
otros bienes patrimoniales o circunstancias que declare el solicitante, los signos externos que manifiesten su real
capacidad económica, negándose el derecho a la asistencia jurídica gratuita si dichos signos, desmintiendo la
declaración del solicitante, revelan con evidencia que este dispone de medios económicos que superan el límite
f ijado por la ley..

2.Para valorar la existencia de patrimonio suf iciente se tendrá en cuenta la titularidad de bienes inmuebles
siempre que no constituyan la vivienda habitual del solicitante, así como los rendimientos del capital
mobiliario”.
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� Modificación del artículo 5:

El artículo 5, que regula el reconocimiento excepcional del derecho, establecía que:

“En atención a las circunstancias de familia del solicitante, número de hijos o familiares a su cargo, estado de
salud, obligaciones económicas que sobre él pesen, costes derivados de la iniciación del proceso u otras de análoga
naturaleza, objetivamente evaluadas, y, en todo caso, cuando el solicitante ostente la condición de ascendiente de
una familia numerosa de categoría especial, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita ante la que se presente
la solicitud podrá conceder excepcionalmente, mediante resolución motivada, el reconocimiento del derecho a las
personas cuyos recursos e ingresos, aun superando los límites previstos en el artículo 3, no excedan del cuádruplo
del salario mínimo interprofesional.

En las mismas condiciones señaladas en el párrafo anterior, se podrá reconocer el derecho a la asistencia jurídica
gratuita a las personas con discapacidad señaladas en el artículo 1.2 de la "Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad", así
como a las personas que los tengan a su cargo cuando actúen en un proceso en su nombre e interés.

En tales casos, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente determinará expresamente qué
beneficios de los contemplados en el artículo 6, y en qué proporción, son de aplicación al solicitante”.
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Tras la reforma, pasa a tener la siguiente redacción:

“1. En atención a las circunstancias de familia del solicitante, número de hijos o familiares a su cargo, las tasas
judiciales y otros costes derivados de la iniciación del proceso, u otras de análoga naturaleza, objetivamente
evaluadas y, en todo caso, cuando el solicitante ostente la condición de ascendiente de una familia numerosa de
categoría especial, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita ante la que se presente la solicitud podrá conceder
excepcionalmente, mediante resolución motivada, el reconocimiento del derecho a las personas cuyos recursos e
ingresos, aun superando los límites previstos en el artículo 3, no excedan del quíntuplo del indicador público de
renta de efectos múltiples, teniendo en cuenta además la carencia de patrimonio suf iciente.

2. En las mismas condiciones señaladas en el párrafo anterior, se podrá reconocer el derecho a la asistencia
jurídica gratuita atendiendo a las circunstancias de salud del solicitante y a las personas con discapacidad
señaladas en el apartado 2 artículo 1 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no
discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, así como a las personas que los tengan
a su cargo cuando actúen en un proceso en su nombre e interés, siempre que se trate de procedimientos que
guarden relación con las circunstancias de salud o discapacidad que motivan este reconocimiento excepcional.

En tales casos, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente determinará expresamente qué
prestaciones de las contempladas en el artículo 6 son de aplicación al solicitante.”
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� Modificación de los apartados 5 y 6 del artículo 6:

El artículo 6, regula cuáles son las prestaciones que comprende el derecho a la asistencia jurídica
gratuita y en concreto sus apartados 5 y 6, establecían que:

“5. Exención del pago de depósitos necesarios para la interposición de recursos.

6. Asistencia pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico adscrito a los órganos jurisdiccionales, o,
en su defecto, a cargo de funcionarios, organismos o servicios técnicos dependientes de las Administraciones
públicas.

Excepcionalmente y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que se trate, no fuere posible la
asistencia pericial de peritos dependientes de los órganos jurisdiccionales o de las Administraciones públicas, ésta
se llevará a cabo, si el Juez o el Tribunal lo estima pertinente, en resolución motivada, a cargo de peritos
designados de acuerdo a lo que se establece en las leyes procesales, entre los técnicos privados que correspondan”.

Tras la reforma, pasa a tener la siguiente redacción:

“5. Exención del pago de tasas judiciales, así como del pago de depósitos necesarios para la interposición de
recursos.
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6. Asistencia pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico adscrito a los órganos
jurisdiccionales, o, en su defecto, a cargo de funcionarios, organismos o servicios técnicos dependientes de
las Administraciones públicas”.



Excepcionalmente y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que se trate, no fuere posible la
asistencia pericial de peritos dependientes de los órganos jurisdiccionales o de las Administraciones públicas, ésta
se llevará a cabo, si el Juez o el Tribunal lo estima pertinente, en resolución motivada, a cargo de peritos
designados de acuerdo a lo que se establece en las leyes procesales, entre los técnicos privados que correspondan.

El Juez o Tribunal podrá acordar en resolución motivada que la asistencia pericial especializada gratuita se
lleve a cabo por profesionales técnicos privados cuando deba prestarse a menores y personas con discapacidad
psíquica que sean víctimas de abuso o maltrato, atendidas las circunstancias del caso y el interés superior del
menor o de la persona con discapacidad, pudiendo prestarse de forma inmediata”.

� Modificación del artículo 12:

El artículo 12 que regula la solicitud al derecho de asistencia jurídica gratuita establecía que:

“El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita se instará por los solicitantes ante el Colegio de
Abogados del lugar en que se halle el Juzgado o Tribunal que haya de conocer del proceso principal para el que
aquél se solicita, o ante el Juzgado de su domicilio. En este último caso, el órgano judicial dará traslado de la
petición al Colegio de Abogados territorialmente competente.

Cuando haya concurrencia de litigantes en un proceso, el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica
gratuita deberá ser instado individualmente por cada uno de los interesados.
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Cuando con arreglo a las leyes procesales, los solicitantes deban litigar bajo una sola defensa o representación,
deberán computarse, a efectos del reconocimiento del derecho, la totalidad de los ingresos y haberes patrimoniales
de los solicitantes. En este caso, si se acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los
solicitantes no sobrepasan el doble del salario mínimo interprofesional, se procederá a nombrar abogado y, en su
caso, procurador del turno de oficio que deberán asumir la representación y defensa conjunta de todos ellos.

Si se acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los solicitantes superan el doble del salario
mínimo interprofesional pero no alcanzan el cuádruple, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita podrá
determinar cuáles de los beneficios establecidos en el artículo 6 se otorgará a los solicitantes”.

Tras la reforma, pasa a tener la siguiente redacción:

“1. El solicitante del derecho a la asistencia jurídica gratuita deberá indicar cuáles son las prestaciones incluidas
en el artículo 6 cuyo reconocimiento pide. El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita
comportará en todo caso la exención del pago de las tasas y depósitos previstos en el número 5 del artículo 6. La
solicitud del reconocimiento del derecho podrá formularse a los solos efectos de la exención del pago de las tasas y
depósitos señalados.
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2. El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, que podrá comprender todas o algunas
de las prestaciones previstas en el artículo 6, se instará por los solicitantes ante el Colegio de Abogados del
lugar en que se halle el Juzgado o Tribunal que haya de conocer del proceso principal para el que aquél se
solicita, o ante el Juzgado de su domicilio. En este último caso, el órgano judicial dará traslado de la
petición al Colegio de Abogados territorialmente competente.



3. Cuando haya concurrencia de litigantes en un proceso, el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica
gratuita deberá ser instado individualmente por cada uno de los interesados.

4. Cuando con arreglo a las leyes procesales, los solicitantes deban litigar bajo una sola defensa o representación,
deberán computarse, a efectos del reconocimiento del derecho, la totalidad de los ingresos y haberes patrimoniales
de los solicitantes. En este caso, si se acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los
solicitantes no sobrepasan los umbrales previstos en el apartado 1 del artículo 3, se procederá a nombrar
abogado y, en su caso, procurador del turno de oficio que deberán asumir la representación y defensa conjunta de
todos ellos.

5. Si se acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los solicitantes superan los umbrales
previstos en el apartado 1 del artículo 3 pero no alcanzan el quíntuplo del indicador público de renta de efectos
múltiples, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita podrá determinar cuáles de las prestaciones establecidas
en el artículo 6 se otorgarán a los solicitantes”.

� Modificación del artículo 16 párrafo segundo:

El artículo 16 regula la suspensión del curso del proceso, y en concreto en su párrafo segundo establecía
que:
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“No obstante, a f in de evitar que el transcurso de los plazos pueda provocar la preclusión de un trámite o la
indefensión de cualquiera de las partes, el Juez, de oficio o a petición de éstas, podrá decretar la suspensión hasta
que se produzca la decisión sobre el reconocimiento o la denegación del derecho a litigar gratuitamente, o la
designación provisional de abogado y procurador si su intervención fuera preceptiva o requerida en interés de la
justicia, siempre que la solicitud del derecho se hubiera formulado en los plazos establecidos en las Leyes
procesales”.

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:

“No obstante, a f in de evitar que el transcurso de los plazos pueda provocar la preclusión de un trámite o la
indefensión de cualquiera de las partes, el Secretario judicial, de oficio o a petición de éstas, podrá decretar la
suspensión hasta que se produzca la decisión sobre el reconocimiento o la denegación del derecho a litigar
gratuitamente, o la designación provisional de abogado y procurador si su intervención fuera preceptiva o
requerida en interés de la justicia, siempre que la solicitud del derecho se hubiera formulado en los plazos
establecidos en las leyes procesales. Esta suspensión afectará también al plazo de subsanación a que se ref iere el
apartado 2 del artículo 8 de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en
el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses”.

� Modificación de la Disposición adicional octava:

“Disposición adicional octava. Sustitución de las referencias al salario mínimo interprofesional.
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Todas las referencias contenidas en esta ley y en su normativa de desarrollo al salario mínimo
interprofesional se entenderán hechas al indicador público de renta de efectos múltiples y su
valoración se efectuará de conformidad con el artículo 3”.



3. Modificación de la Ley 1/2.000, de 7 de
enero, de Enjuiciamiento Civil.



� Modificación artículo 241, apartado 1, número 7:

En lo que respecta a lo operado por el Real Decreto-ley 3/2.013 en la Ley de
Enjuiciamiento Civil, señalar que la única modificación llevada a cabo, afecta al artículo
241, apartado 1, número 7, y se establece para evitar que en un proceso de ejecución de
una hipoteca constituida para la adquisición de una vivienda habitual, se incluya entre
los conceptos de costas procesales que debe abonar el ejecutado, el de la tasa pagada por
el ejercicio de la potestad jurisdiccional, extendiéndose a la misma exclusión al avalista,
en este sentido, el apartado 7,

“7.La tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en los órdenes civil, contencioso-
administrativo y social, cuando sea preceptiva”.

Tras la modificación, pasa a tener la siguiente redacción:
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“7.La tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, cuando sea preceptiva. No se
incluirá en las costas del proceso el importe de la tasa abonada en los procesos de
ejecución de las hipotecas constituidas para la adquisición de vivienda habitual.
Tampoco se incluirá en los demás procesos de ejecución derivados de dichos préstamos o
créditos hipotecarios cuando se dirijan contra el propio ejecutado o contra los avalistas”.



4. Reconocimiento del derecho a la asistencia
jurídica gratuita, desarrollo reglamentario y
entrada en vigor



� Reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita

Las cantidades abonadas en concepto de tasas devengadas conforme a la Ley 10/2.012, de 20 de
noviembre desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, por quienes hubieran tenido
reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita de acuerdo con los nuevos criterios y umbrales
previstos en esta norma podrán ser restituidas, una vez reconocido el beneficio de justicia gratuita, a
través de un procedimiento que habrá de iniciarse a instancia de los interesados, de acuerdo con lo
previsto por el artículo 221 de la Ley 58/2.003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Habrá de
acreditarse tanto el derecho a la asistencia jurídica gratuita por parte de la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita como el abono de la tasa judicial.

� Desarrollo reglamentario

No obstante, lo anterior, el Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministros de Justicia y de
Hacienda y Administraciones Públicas, dictará las disposiciones reglamentarias complementarias que
sean necesarias para la aplicación de las tasas por el ejercicio de la potestad jurisdiccional con las
modificaciones efectuadas por este real decreto-ley.

Y por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas se modificarán los modelos de
autoliquidación de la tasa para adaptarlos a las reformas efectuadas en este real decreto-ley.
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� Entrada en vigor

Las tasas por el ejercicio de la potestad jurisdiccional que hubieran de liquidarse por personas físicas
y por todos los sujetos pasivos en el caso de la presentación de los recursos contencioso-
administrativos a que se refieren los números cuatro y seis del artículo 1, no serán exigibles hasta la
entrada en vigor de la Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas por la que se
adapte el modelo 696 de autoliquidación y el modelo 695 de solicitud de devolución por solución
extrajudicial del litigio y por acumulación de procesos, de la tasa por el ejercicio de la potestad
jurisdiccional en los órdenes civil, contencioso-administrativo y social.

Debiendo ser liquidados a partir de esta última fecha en el plazo de quince días hábiles, quedando en
suspenso los procesos, en el estado en que se encuentren, en caso de que no se liquiden en plazo.
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Datos de contacto 

Más allá de nuestra experiencia, conocimiento y dedicación, es una firma que se puede

adaptar a sus necesidades y a las de su organización, aportándole una solución a medida.

Asimismo, colaboramos ampliamente con otras firmas y profesionales de solvencia en Canarias, lo que

nos permite dar soluciones integrales e innovadoras.

Por todo ello, estaríamos encantados de poder ofertar nuestros servicios profesionales de consultoría,

servicios fiscales y legales y de auditoría, aportando nuestro conocimiento y experiencia.

Esperamos que todas estas consideraciones hayan sido de su interés, y quedamos a su disposición, en

caso de necesitar mayor información, en

Dirección:C/ La Rosa 1, 1º

38002 – Santa Cruz de Tenerife

Teléfono: 922 288 527

Fax: 922 888 333

E-mail: info@assap.es

assap
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